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COMPETENCIA PENAL . Aplicación de nuevas normas de competencia a los procesos pendientes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Ejecución y Detenidos de Segunda 
Nominación de los Distritos Judiciales del Centro y del Sur  para intervenir en estos autos. 
DOCTRINA: Las normas modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en caso de silencio de ellas, se 
aplican de inmediato a las causas pendientes. 

La cláusula del artículo 18 de la Constitución Nacional, que establece que ningún habitante de la Na-
ción puede ser sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa, no impide la inmediata 
aplicación de nuevas normas de competencia, inclusive a los procesos pendientes. 

No cabe objeción válida, desde el punto de vista constitucional, respecto de las nuevas leyes de com-
petencia que impliquen cambiar la radicación de causas después de los hechos que les hayan dado origen. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “TORRI-
CO, MARCELO ALEJANDRO – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Ex-
pte. Nº CJS 37.621/15) (Tomo 195: 353/360 - 30 /enero/ 2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Atribución del fiscal penal de determinar el tipo de proceso que debe seguirse.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Tribunal de Juicio, Sala I, del Distrito Judicial 
Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La determinación del tipo de proceso que debe seguirse es decisión del fiscal por ser quien, en 
tanto director de la investigación, califica el hecho y declara la causa sometida al proceso que estime corres-
ponder. 
         Corresponde la aplicación del proceso común y por ende la competencia del Tribunal de Juicio, si no 
existe una declaración de sometimiento del caso al procedimiento sumarísimo por parte del fiscal penal y, 
habiéndose efectuado el requerimiento de elevación a juicio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 433 del 
Código Procesal Penal, el Ministerio Público encausó los autos hacia el procedimiento del juicio común, 
careciendo de facultades tanto el Tribunal de Juicio como el Juez de Garantías para decidir el procedimiento a 
aplicar. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C QUISPE, DENIX ÓSCAR - TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES CON 
FINES DE COMERCIALIZACIÓN - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” 
(Expte. Nº CJS 37.462/14) (Tomo 195: 19/24 - 09 /diciembre/ 2014) 
 
COMPETENCIA PENAL . Resolución del Juez de Ejecución; recurso de apelación. Incompetencia de la 
Corte. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la incompetencia de esta Corte para entender en el recurso de ape-
lación interpuesto, y remitir los autos a la Sala II del Tribunal de Impugnación para su trámite y resolución 
(arts. 39, 42 último párrafo y 535 del C.P.P., Ley 7690 y modificatorias). 



DOCTRINA: La corte de Justicia resulta incompetente para entender en el caso que motiva la presentación 
del interno, donde, independientemente del título que éste le haya dado originalmente, tiene una vía natural 
prevista por el ordenamiento procesal, pues frente a la resolución negativa del juez de ejecución en el inciden-
te respectivo, resulta de aplicación el recurso de apelación. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INCIDENTE DE EJECUCIÓN DE PENA DEL INTERNO PENADO BOCAZ-
ZI, MARIANO MARCELO – COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 37.513/14) (Tomo 195: 
809/814 - 19 /febrero/ 2015) 
 
EXCUSACIÓN . Emitir opinión en otro proceso sobre los mismos hechos de la causa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 82 por el señor Juez de Corte Dr. Er-
nesto R. Samsón, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que expresa que, cuando se desempeñó co-
mo Secretario General de la Gobernación, refrendó el Decreto 1538/13, mediante el cual se consideró como 
suficientemente probadas las faltas que se le inculpaban al entonces sumariado y se dispuso su destitución por 
cesantía, lo que constituyó un pronunciamiento sobre los mismos hechos que se le imputan al acusado en la 
causa, porque ello encuadra en la la causal invocada se encuentra prevista en el artículo 51 inciso 10 del Có-
digo Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C ROMERO, DANIEL FERNANDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.320/14) (Tomo 195: 645/648 - 
10 /febrero/ 2015) 
 
EXCUSACIÓN . Parentesco. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Presidente de la Corte Dr. 
Guillermo Alberto Posadas, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca un vínculo de parentesco por 
consanguinidad en primer grado con el letrado apoderado del acusado, porque ello encuadra en el motivo 
previsto en el artículo 51 inciso 2º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C NIOI, 
JOSÉ EMILIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.387/14) (Tomo 195:325/328 - 23 /enero/ 2015) 
 
EXCUSACIÓN . Reenvío. Haber pronunciado sentencia en el mismo proceso.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas por el Sr. Presidente de la Corte de 
Justicia Dr. Guillermo Alberto Posadas y los Sres. Jueces de Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano, Abel 
Cornejo, Sergio Fabián Vittar, Guillermo Félix Díaz, Susana Graciela Kauffman de Martinelli y Ernesto R. 
Samsón. 
DOCTRINA: Para la existencia del debido proceso es necesario que el juzgador sea un real tercero en la rela-
ción litigiosa, de modo que, cuando no está en esa condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes 
mediante su excusación, instrumento que la ley proporciona para hacer conocer la falta de competencia subje-
tiva. Por consiguiente, el magistrado tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo 
objeto o de sus partes no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su 
actividad jurisdiccional. 
         Corresponde aceptar la excusación de los Magistrados que ante el reenvío dispuesto por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, manifiestan que han suscrito las sentencias que rechazó el recurso de casa-
ción y denegó el recurso extraordinario federal, porque ello encuadra en el motivo previsto en el artículo 51 
inciso 1º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Rubén Eduardo Arias Nallar, Pablo Mariño – Jueces del Tribunal de Impugnación llama-
dos a integrar-, Pablo Farah, Mónica Naser, Martín Fernando Pérez, Fernando Antonio Ruiz, Mónica Beatriz 
Vera –Jueces del Tribunal de Juicio llamados a integrar-   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
ALANDI TEJERINA, JUAN DOMINGO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.328/11) (Tomo 195: 81/84 - 15 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución; principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 143/ 151 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la condena de José Antonio Vilte por el delito de robo calificado (art. 166 inc. 2º del 
C.P.) impuesta en el punto I de la sentencia de fs. 136 y vta., y disponer su absolución, conforme a lo estable-
cido en los arts. 4º del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias), 20 de la Const. Provincial y 18 de la 
C.N., y ordenar su inmediata libertad. II. REVOCAR la declaración de reincidencia por cuarta vez dispuesta 
en el punto II del mencionado fallo. 



DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de robo Calificado por el uso de arma, si de las 
pruebas producidas en la causa no surgen elementos de cargo suficientes que permitan arribar a la certeza 
exigida para condenar. 

La condena dictada se sustentó en extremos no acreditados, negados o dudosos, insuficientes para 
corroborar la existencia de los hechos, si en la audiencia de debate la denunciante modificó algunos detalles 
en su relato acerca del supuesto hecho delictivo; los efectivos policiales expresaron en el juicio que al llegar al 
lugar el imputado ya había sido aprehendido por dos particulares, pero que de la requisa efectuada no se le 
incautó el dinero supuestamente sustraído ni el cuchillo, el imputado negó el hecho y tampoco surge palma-
riamente que el supuesto hecho se haya concretado mediante el uso o la exhibición intimidatoria de un arma 
blanca.  

Se debe aplicar el principio “in dubio pro reo”, si a las resultas del juicio no existían elementos sufi-
cientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó la imputación. (Del voto de los 
Dres. Samsón, Díaz y Kauffman) 
               Corresponde absolver al acusado del delito de robo calificado, por el principio de la duda, si la prue-
ba incorporada durante el debate oral no transmite la seguridad y certeza requerida en esa etapa procesal como 
para poder dictar un fallo condenatorio. 

Al Tribunal de Casación le está prohibido en su examen  subrogar al de juicio o asignar crédito o res-
társelo a una prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que 
su apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de debida fundamentación. 

En materia penal, para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no 
pudo haber sucedido de otra manera. (Del voto de los Dres. Catalano y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Díaz,  Kauffman, Posadas.    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C VILTE, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.302/14) 
(Tomo 195: 271/288 - 30 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución; delito de lesiones culposas; inexistencia de nexo causal; valora-
ción de la prueba. Inmediación. Acción civil. Responsabilidad del Estado por el hecho de sus dependientes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 612/618 vta.. 
DOCTRINA: Corresponde absolver a la enfermera acusada del delito de lesiones culposas, si el tribunal de 
juicio valoró el descargo realizado por la encartada, la versión de la víctima y frente a estos dichos contra-
puestos ponderó las demás declaraciones testimoniales y lo manifestado por el médico especialista en oftal-
mología, concluyendo que la práctica desplegada por la imputada no constituyó un obrar negligente o impru-
dente en violación a un deber de cuidado, por encontrarse dentro de los parámetros concebidos como habitua-
les en una guardia hospitalaria y determinó la inexistencia de nexo causal entre la atención brindada por ella 
al querellante y su lesión en el órgano visual. 

El Tribunal de casación no puede subrogar al de juicio, avasallando los beneficios que la inmedia-
ción proporciona, en razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal. Por ello, le está vedado a esta Corte 
asignar crédito o restárselo a una prueba producida en la audiencia de debate que el “a quo” conoció de mane-
ra directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario contrario a las normas de la sana 
crítica racional, o no se halle acompañada de fundamento alguno. 

Resulta improcedente la acción civil intentada en contra de la acusada y de la Provincia de Salta en 
que se invoca la responsabilidad objetiva del Estado Provincial por el hecho de sus funcionarios o dependien-
tes, si en la causa ha quedado corroborado que la mengua visual causada por la perforación de córnea encuen-
tra como agente determinante la infección por el ingreso de un cuerpo extraño, a la que concurrieron la auto-
medicación errónea -reconocida por la víctima- y la falta de atención especializada oportuna, que no tiene 
relación causal con la recibida en el Hospital Público. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “C/C FERNÁNDEZ, OLGA AZUCENA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 37.061/14) (Tomo 195: 49/60 - 09 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución; principio de la duda. Valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 78/80 vta.. 
DOCTRINA: La sentencia que absuelve al acusado del delito de amenazas por aplicación del principio de la 
duda, mantiene una congruente relación entre las premisas que establece y las conclusiones a las que arriba, la 
prueba producida y el derecho aplicado, todo lo cual aventa la acusación de trasgresión de las pautas de razo-
nabilidad en la formación del juicio, si el juez ha concluido, a partir de los beneficios de la inmediación, que 
la declaración de la testigo presenta cierta inconsistencia y por su vinculación de amistad con el denunciante, 
no ha permitido, luego de realizado el juicio, contribuir a formar un coherente cuadro de lo ocurrido y que 
corrobore la hipótesis fáctica según los términos del acto acusatorio. 

Resulta necesario salvaguardar el estado de inocencia del que goza el acusado, si no ha logrado ser 
revertido y del cual el beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria, el que además de estar previs-



to en el artículo 4º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), encuentra expreso 
amparo constitucional en el artículo 20 de la Constitución Provincial, y surge de las garantías establecidas por 
el artículo 18 de la Constitución Nacional y los demás instrumentos internacionales supra legales incorpora-
dos por el artículo 75 inciso 22 de ese cuerpo normativo. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C ATANACIO, RAMÓN EULOGIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.365/14) (Tomo 195: 1073/1080 - 27 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 1/3 vta. y, en su 
mérito, ordenar que bajen los autos al Juzgado de Garantías de Segunda Nominación, a fin de que se expida 
sobre la prescripción de la acción contravencional. 
DOCTRINA: Corresponde suspender el trámite del recurso, si de acuerdo a las constancias de la causa la 
acción contravencional posiblemente se encuentra prescripta. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Posadas y Samsón). 
              El derecho a la tutela judicial efectiva -como garantía esencial del Estado de Derecho- no sólo prote-
ge el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otras, sino también a la posibi-
lidad de que el recurso sea posible y genere resultados. 

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. 

Corresponde sobreseer al causante por prescripción de la acción contravencional, si de las constan-
cias de la causa surge que la acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
              Corresponde declarar formalmente inadmisibles los planteos recursivos instados por la defensa y 
resulta en consecuencia, innecesario examinar la posible prescripción, si tanto la resolución de Jefatura de 
Policía como su revisión por el Juzgado de Garantías fueron dictadas dentro del término de vigencia de la 
acción contravencional. 

Con la resolución dictada por el Juzgado de Garantías se concreta el proceso por el cual el Estado 
provincial persigue las faltas contravencionales (acción contravencional). A partir de ese momento, de haber-
se confirmado la sanción impuesta por el Jefe de Policía, se agota el cómputo del término para el ejercicio de 
la acción y comienza a regir el de la prescripción de la pena (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: C/C VILLA PÁEZ, JULIO DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 37.356/14) Tomo 195: 949/966 - 25 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple agravado por el uso de arma; certeza para 
condenar; valoración de la prueba, sana crítica, valor de la declaración de la víctima; ebriedad. Inmedia-
ción. Individualización de la pena. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 269/274. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de abuso sexual simple agravado por el uso de 
arma, si el tribunal de juicio arribó a la certeza necesaria sobre la existencia del hecho y la autoría del acusado 
a partir de la correlación que mantienen el testimonio de la víctima, el informe médico que da cuenta de las 
lesiones sufridas, el plano elaborado por criminalística y la declaración brindada por un testigo, cuyo valor 
radica en la afirmación relativa a circunstancias referidas a momentos concomitantes y posteriores que avalan 
los otros elementos de convicción. 

La ponderación del cuadro probatorio y las razones que fundan la condena cuestionada no contienen 
defectos ni merecen objeciones, si revelan una apreciación integral y equilibrada de las constancias de la cau-
sa que es acorde a las reglas de la lógica, la psicología y la experiencia común. 

Debe descartarse el argumento defensivo de estado de ebriedad al momento del hecho delictivo, si el 
modo de comisión del hecho, en particular la violencia y las amenazas cursadas para perpetrarlo y su ulterior 
alejamiento del acusado ante la presencia de un tercero, se oponen al estado de disminución de la conciencia; 
máxime cuando, no basta hablar de trastornos por abuso de alcohol para exculpar a quien los padece, pues, 
para merecer la eximente, dichos trastornos deben, por su entidad, anular la razón y la conciencia de quien los 
sufre privándolo de comprensión y voluntad en la realización del acto ejecutado. 

Es justa la pena impuesta, si respeta el margen legal aplicable y responde a los elementos de carácter 
objetivo, específicamente, el violento modo con que se cometió el hecho y la naturaleza de los progresivos 
tocamientos constatados que no pueden tener otro efecto que agravar la sanción; las lesiones infringidas a la 



víctima, que exceden las previsiones típicas y la utilización de un medio idóneo para ello que dejó secuelas 
físicas médicamente acreditadas y otras de carácter moral; a los elementos subjetivos –circunstancias referidas 
al autor y modalidades particulares del delito- que acreditan su culpabilidad y peligrosidad y, en contraposi-
ción, otros aspectos socio-familiares y económicos que al concurrir, aminoran la sanción. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar y Catalano). 
              Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual simple agravado 
por el uso de arma, si el tribunal de juicio valoró de manera precisa los dichos de la víctima, quien dio cuenta 
al momento de declarar durante la etapa de instrucción no conocer al acusado de ningún lado, y durante la 
audiencia de debate señaló que recuerda poco al imputado, lo que demuestra que no hubo ningún interés que 
justifique indicarlo como autor del delito, y también tuvo en cuenta la declaración del testigo, el certificado 
médico, el informe médico donde consta hematoma en región nasal y mejilla derecha y dolor en la región 
abdominal y el informe psicológico. 

En los delitos de abuso sexual, en base a la sana crítica racional la espontánea declaración de la víc-
tima es un elemento incriminante de alto valor en la formación de convicción, siempre y cuando sea tenido 
por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate y se hayan expuesto los 
aspectos que determinaron su credibilidad. 

El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronuncia-
miento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racio-
nal de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado 

Es justa la pena impuesta si se encuentra dentro de los parámetros establecidos por el legislador lue-
go de valorar los extremos que ameritan el resultado como lo son los antecedentes penales del imputado, su 
grado de peligrosidad, su poder ofensivo para intimidar a la víctima, su falta de arrepentimiento, más el daño 
generado en la persona de la damnificada, sanción que además se halla más cercana al mínimo penal. 

La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquéllas que son abusadas, física, psíquica o sexualmente. 

La violencia contra la mujer es cualquier acción basada en su género, que cause muerte, daño o su-
frimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. (Del voto de 
la Dra. Kauffman) 
              En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna. 

Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C LOBO, EDGARDO RODOLFO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.206/14) (Tomo 195:161/186 - 19 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, víctima menor de edad; valoración de la prueba, libertad 
probatoria, sana crítica. Inmediación. Interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 57/60 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena al acusado por el delito de amenazas, si el tribu-
nal de juicio tuvo por acreditado que amenazó a la menor cuando se encontraba en la vereda de su casa, a 
partir de su relato que fue claro y contundente al referir que sintió temor del acusado porque lo cree capaz de 
cumplir con sus amenazas ya que es alcohólico y siempre tiene problemas con los vecinos y con su propia 
familia, y de los testimonios de la madre y la hermana de la víctima que describieron el impacto que las ame-
nazas produjeron en el ánimo de la niña, quien se encontraba extremadamente nerviosa y atemorizada. 



En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios des-
criptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la exis-
tencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación 
aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se 
halle acompañada de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Posadas, Samsón y 
Vittar). 
              La sentencia que condena por el delito de amenazas es plenamente válida, si el tribunal de juicio 
tomó declaración testimonial a la menor víctima, en presencia del acusado durante el desarrollo del debate y 
al motivar la decisión tuvo como relevante aquella circunstancia al valorar el temor que ella siente aún al día 
de la fecha de la audiencia de debate, al punto de evitar mirarlo y además, el pronunciamiento resultó justifi-
cado al amparar los superiores intereses del niño, con el fin de garantizar que la menor víctima –hija del en-
causado– pudiera expresarse libremente, sin ser revictimizada.  
           El Estado argentino ha asumido la responsabilidad de velar por la protección integral de las niñas, 
niños y adolescentes en los procesos judiciales a los que se hallen sometidos. Ese afán haya fundamento en el 
interés de proteger a las víctimas menores de edad en su integridad física y psíquica especialmente cuando son 
sujetos pasivos vulnerables ante la comisión de un delito en su contra. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C DORADO, CLAUDIO ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 37.424/14) (Tomo 195: 967/980 - 25 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo; conducción antirreglamentaria de vehículo 
automotor; exceso de velocidad; valoración de la prueba, sana crítica; certeza para condenar. Compensa-
ción de culpas en materia penal. Inadmisibilidad formal del recurso de casación por extemporáneo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 254/259. II. DE-
CLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 263/266 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar por el delito de homicidio culposo, si a partir del aná-
lisis y valoración de los elementos de convicción obrantes en la causa el tribunal de juicio encontró acreditado 
el nexo de causalidad existente entre la conducción imprudente y la negligencia del imputado con el resultado 
muerte de la víctima, especialmente tuvo en cuenta los informes de alcoholemia, el certificado de defunción, 
el informe de autopsia y que del informe técnico accidentológico surge la zona de impacto, que resulta con-
cordante con lo indicado en el plano realizado por el Departamento de Criminalística. 

En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siem-
pre que éste sea previsible y se viole un deber de cuidado de modo determinante para su producción. 

La conducta culposa del imputado no se amoldó al deber de diligencia y previsibilidad exigido si ge-
neró la muerte de la víctima, puesto que si hubiese conducido el vehículo con la debida atención y a la veloci-
dad precautoria exigida por la ley, podría haber divisado al damnificado, quien de acuerdo a las probanzas de 
la causa ya había transitado más de la mitad de la calzada, y realizar alguna maniobra a fin de evitar embestir-
lo. 
            Se debe reducir la velocidad hasta la precautoria que señala la ley, si en la zona existen varios locales 
bailables que se encuentran muy próximos, y existe una mayor posibilidad del cruce de peatones en las inme-
diaciones de la avenida.  

El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda, y, 
por lo mismo, todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de 
la circulación. 

En materia penal -a diferencia del ámbito civil- no incide la existencia de culpa concurrente. No hay, 
por ello, una neutralización de culpas recíprocas. La conducta culposa del afectado puede, en todo caso, servir 
para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efecto de eliminarla. 
            Corresponde declarar la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto por la parte que-
rellante, si resulta extemporáneo, conforme a las previsiones de los artículos 159 y 472 del Código Procesal 
Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) y en virtud de lo preceptuado en el artículo 155 del citado 
código, que consagra el principio de perentoriedad e improrrogabilidad de los plazos establecidos a favor de 
las partes. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C GONZÁLEZ CHIERICI, SEBASTIÁN EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 37.095/ 14) (Tomo 195: 133/144 - 17 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de homicidio culposo y lesiones culposas graves; imprudencia, negli-
gencia; nexo causal. Compensación de culpas en materia penal. Indemnización civil en el proceso penal. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1629/1735, con 
costas. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por los delitos de homicidio culposo y lesiones culposas 
graves es plenamente válida, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado el nexo de causalidad entre la impru-
dencia y negligencia del imputado y la muerte de la víctima y las lesiones provocadas, no solamente a partir 
del acta de colisión, informe técnico y croquis ilustrativo, sino que su ponderación fue efectuada en correla-
ción con la prueba restante ingresada en el proceso, que se corrobora especialmente con las declaraciones 
testimoniales. 

La esencia del delito producido por imprudencia se encuentra dada por la creación de un peligro por 
encima del límite del riesgo permitido. Se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesi-
vo, siempre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la produc-
ción del resultado. 

El aporte causal del acusado no encuentra justificativo en la imprevisibilidad, si con un mínimo de 
cuidado hubiera evitado el resultado. 

En materia penal la culpa de la víctima no compensa la imprudencia o la negligencia determinante 
del hecho que se le reprocha al autor del suceso, ello es así en tanto pueda endilgarse con certeza el actuar 
culposo al acusado. Todo conductor debe extremar los recaudos a fin de evitar la impericia, la violación a los 
deberes de cuidado o la negligencia que configuran el tipo del artículo 84 del Código Penal. 

En principio, lo referente al monto de la indemnización debida a la víctima de un delito es de resorte 
exclusivo de los jueces del juicio en los términos del artículo 29 del Código Penal, es decir, integra lo que 
constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia, siempre que sean ejercidos dentro de los 
límites de la autorización legal. 

La sentencia condenatoria podrá ordenar la indemnización del daño material y moral causado a la 
víctima, a su familia o a un tercero, fijándose el monto prudencialmente por el juez en defecto de plena prue-
ba. 

La regla de la fijación prudencial ha fundado como criterio que, en su consecuencia, la determinación 
del monto del perjuicio no está sujeta a las exigencias probatorias del proceso civil. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C TOMÁS 
ARANDA, ROBERTO MARÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.446/12) (Tomo 195:373/386 - 09 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado con arma de fuego; certeza para condenar; motiva-
ción de la sentencia. Coautor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 291/317. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado como coautor del delito de robo calificado 
con arma de fuego, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que interceptó al damnificado en oportunidad 
en que salía de su domicilio, lo apuntó con un arma de fuego y lo empujó para hacerlo ingresar en el interior 
de la morada, donde se produjo un forcejeo y fue herido, sustrayéndole un sobre de papel con dinero y un 
teléfono celular tras lo cual se dio a la fuga en un automóvil, en base a una valoración crítica de las claras, 
precisas y contundentes declaraciones de la víctima, el certificado médico, las declaraciones de los testigos y 
todos los elementos colectados que se enumeraron de manera meticulosa en la fundamentación de la senten-
cia. 

Son coautores quienes toman parte en la ejecución del hecho. Tienen el dominio del hecho, entendi-
do ello como la posibilidad de emprender, proseguir o detener el curso causal del delito. 

Mediante la figura prevista por el artículo 166, inciso 2º del Código Penal se protege no sólo el bien 
jurídico propiedad, sino también la vida o integridad física del sujeto pasivo, puesta en peligro por el empleo 
de armas. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SAGLE, CÉSAR ALBERTO  – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 37.353/14) (Tomo 195: 895/906 - 24 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado en grado de tentativa; motivación de la sentencia; 
valoración de la prueba, sana crítica, testigos indirectos; testimonio del funcionario o empleado de policía. 
Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 145/151 vta.. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de robo calificado en grado de tenta-
tiva, pues si bien la motivación de la sentencia resulta sucinta, ella se muestra razonable, fundada y coherente 
y alcanza, por ende, los niveles de fundabilidad que le confieren sentido y racionalidad. 
           No cabe confundir la motivación defectuosa, básica o insuficiente con la falta o ausencia de motiva-
ción, y con su palmaria autocontradicción, que sí es causal de invalidez del fallo. 
          Concurre la agravante del artículo 163 inciso 6º del Código Penal si no obstante el carácter privado 
del complejo habitacional donde se hallaba estacionada la motocicleta de la denunciante, el lugar contaba con 
entradas peatonales de acceso libre que al momento del hecho estaban abiertas. 



         La agravante del robo de vehículos dejados en la vía pública o en lugares de acceso público com-
prende a toda clase de vehículos. Son lugares de acceso público también aquellos utilizados para aparcar, 
llamados playas de estacionamiento. 

El funcionario o empleado policial puede deponer sobre todas las actuaciones realizadas en un proce-
so penal, con excepción de aquellas que impliquen introducir la declaración inculpatoria del imputado.  

En virtud del postulado de libertad probatoria que rige en el proceso penal, en principio y salvo las 
cuestiones atinentes al estado civil de las personas, todo hecho puede probarse y por cualquier medio de prue-
ba válido, lícito, regular y legítimo, quedando, en definitiva, la eficacia probatoria o conviccional de cada 
prueba librada a la razonable valoración prudencial del tribunal. 

No es factible tachar “a priori” un testimonio brindado por los llamados testigos indirectos, de refe-
rencia o “de oídas”, pues en última instancia, esta cuestión debe resolverse en el momento de su valoración. 

Es justa la pena impuesta, si en la causa se ha cumplido con la compleja valoración subjetivo-
objetiva que imponen los artículos 40 y 41 del Código Penal y aparece como razonable y proporcionada a las 
circunstancias fácticas y jurídicas del hecho juzgado y a las condiciones personales del condenado. (Del voto 
de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano y Kauffman). 
              Corresponde absolver al acusado por el principio de la duda, si la condena se funda exclusivamente 
por dichos de los testigos y el fallo ha dejado sin precisar la exacta plataforma fáctica sobre la que hace recaer 
la aplicación legal, por lo cual la sentencia no es el producto de una razonable aplicación de los principios que 
rigen la formación de la convicción y el método de la sana crítica racional, tanto en lo relativo a la reconstruc-
ción fáctica del suceso, como a la imputación subjetiva del hecho. 

En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que los avale. 

El testigo tiene que haber percibido en forma directa los hechos sobre los cuales declara. En este sen-
tido carece de todo valor el relato de un narrador indirecto, un testigo de “oídas”, o de segundo grado, cuyo 
peso probatorio se desvanece debido a lo indirecto de la percepción. 

No existe incapacidad para testificar, ni tachas que invaliden el testimonio de los funcionarios poli-
ciales, pero no pueden ser la única prueba existente para aniquilar el estado de inocencia, y fundar un fallo 
condenatorio. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GALIÑARES, LUIS ARMANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 37.299/14) (Tomo 195: 31/48 - 09 /diciembre/ 2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo doblemente calificado por el uso de arma. Coautor. Valoración 
de la prueba, sana crítica, libertad probatoria. Inmediación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 462/468 vta.. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado como coautor del delito de robo calificado por el 
uso de arma, si el tribunal de juicio ponderó las declaraciones de las víctimas y las declaraciones coincidentes 
de los testigos, de las que surge que el imputado ingresó al local de comidas junto con otro sujeto y  permane-
ció custodiando a un circunstancial cliente mientras su compañero, que portaba un cuchillo, sustrajo el dinero 
recaudado, calificando la actuación de ambos como participación conjunta de la cual se desprende el reparto 
de tareas. 

La coautoría abarca a los que cometen actos típicamente consumativos y a quienes cumplen actos 
que ayudan o complementan dichos actos. 

Ambos acusados revisten la condición de coautores si, queriendo el hecho como obra propia, cum-
plieron actos que integran la objetividad y subjetividad del suceso delictivo, los cuales no se han limitado 
accesoriamente en un hecho de otro, sino que revisten el carácter de empresa común conjuntamente realizada. 

Corresponde al tribunal de juicio apreciar el valor de convicción de los distintos elementos probato-
rios recolectados durante dicha etapa y del grado de convencimiento que aquéllos puedan producir, conforme 
las reglas de la sana crítica. 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios des-
criptos en la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existen-
cia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restárse-
lo a una prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli . CAUSA:“C/C 
RÍOS, JOSÉ LUIS; DOMÍNGUEZ, CRISTIAN EMANUEL – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 37.415/14) (Tomo 195: 289/298 - 30 /diciembre/ 2014) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, elementos 
probatorios de su configuración. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 288/294 vta.. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados por el delito de tenencia de estupefa-
cientes con fines de comercialización, si el tribunal de juicio encontró acreditado por intermedio de las prue-
bas informativa, testimonial, documental y científica reunidas en la causa, que tenían en su poder sustancias 
prohibidas con destino de comercialización, elemento ultraintencional que surge del hecho de encontrarse 
aquéllas fraccionadas, y además, de la investigación previa cumplida por personal policial se observó y cons-
tató el movimiento de personas que entraban y salían del lugar con claras actitudes y conductas de adquirir 
tales sustancias. 

En el tipo penal de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización previsto en el artículo 
5º, inciso “c” de la Ley 23737, la figura básica de tenencia de estupefacientes se encuentra agravada con el fin 
o propósito con el que se tiene, y se trata de un elemento subjetivo que no equivale al dolo sino que se refiere 
a la voluntad evidenciada por el sujeto denotando su intención de comerciar con la sustancia prohibida. 

Si bien el aspecto interno del sujeto conlleva cierta dificultad en su comprobación, es posible de lo-
grar mediante la sumatoria de datos externos. Estas pruebas e indicios unívocos surgen, por una parte, de la 
cantidad y las características de fraccionamiento en que se encontraban las sustancias, y por el otro de la in-
vestigación policial previa ratificada en el debate por los funcionarios actuantes, apuntalada por documentos 
fílmicos, de donde se desprenda sin hesitación que las personas que arribaban al domicilio en cuestión lo 
hacían casi exclusivamente con el fin de adquirir estupefacientes e inmediatamente retirarse del lugar, lógicos 
indicios de que el material detentado excedía el mero consumo personal. (Del voto de los Dres. Díaz, Posa-
das, Samsón y  Vittar) 
                Corresponde absolver al acusado por aplicación del principio de la duda, si no se han reunido testi-
gos hábiles que pudiesen observar el procedimiento que dio origen a su imputación. 

Si la tenencia de la droga tuvo ostentación a terceros, conducta que queda encuadrada en la figura del 
artículo 14 de la Ley 23737, allende la imputación que le pueda caber al causante  por la posesión simple del 
tóxico, debe dictarse una medida de seguridad curativa en pos de que sea sanado. 

La figura de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, más allá de la tenencia de la 
sustancia tóxica que es considerada criminalmente prohibida requiere un componente subjetivo denominado 
ultraintencionalidad de la acción, que exige por un lado la posesión o tenencia del objeto prohibido y también 
la finalidad orientada a una proyección personal que trascienda la esfera intima de la individualidad del agen-
te, para trasladarse a la puesta en peligro de otros objetos jurídicos distintos al propio individual, donde este 
requerimiento subjetivo excede al dolo. 

Siendo que el delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización es de resultado cor-
tado, no admite tentativa debido a que no es necesario que se comercialice la sustancia prohibida, sino que 
con sólo la tenencia queda consumada la figura delictiva, siempre y cuando existan además aquellos elemen-
tos que acrediten la posibilidad de probarse que el destino de esa sustancia pueda trascender a terceras perso-
nas con fines lucrativos. Esta ultraintención es necesaria para configurarse el delito en cuestión, porque sin 
ella se estaría hablando únicamente de un tipo penal similar a lo que expone el artículo 14, primera parte, de 
la Ley 23737, tenencia simple de estupefacientes. (Del voto del Dr. Catalano). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C 
LEGUIZAMÓN, AMBROSIA JUSTINIANA; MAIDANA, FRANCO OSCAR – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.334/14) (Tomo 195: 299/324 – 13/enero/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Medida cautelar. Querella por calumnias e injurias. Derecho a la libertad de 
prensa. Derecho al honor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente a los recursos de casación interpuestos a fs. 
117/123 y 126/131 vta. y, en su mérito, revocar la medida cautelar dispuesta en la resolución de fs. 52/53 y 
ordenar que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se analice la viabilidad y la conveniencia actual 
del dictado de otra medida que la reemplace y que respete los términos y alcances señalados en el presente. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la medida cautelar dispuesta y requerir al tribunal que analice la conve-
niencia de otra más adecuada que la reemplace, pues si bien puede prohibirse cautelar, provisional o preventi-
vamente a una persona expresarse respecto de otra en términos soeces, ofensivos, agraviantes, injuriosos, 
calumniosos u ostensiblemente difamatorios, no puede prohibírsele la realización de comentarios y/o expre-
siones de cualquier índole sobre cierto tema, porque ello importa un acto de censura que coarta ilegítimamen-
te las libertades de pensamiento, expresión y prensa. 

Corresponde a los jueces hacer lugar a medidas cautelares que sirviendo los fines del proceso tienden 
a dar efectividad a la sentencia definitiva. 

El actual ordenamiento penal adjetivo implementado en la Ley 7690, prevé como finalidad primera 
de la investigación penal impedir que “el delito cometido produzca consecuencias ulteriores” (artículo 230 
inciso a). Ello le confiere a la investigación penal un evidente carácter preventivo que viene a reforzar la efi-
cacia tutelar de las medidas cautelares en el proceso penal. 



No toda medida cautelar limitativa de las libertades de expresión y de prensa, dispuesta en el marco 
de un proceso penal, es violatoria de la prohibición constitucional de censura previa. Por el contrario, siempre 
que la prevención impuesta sea razonable y guarde relación de proporcionalidad con los fines del proceso, 
será legítima y constitucionalmente válida. 

El ejercicio del derecho a la libertad de prensa, no debe provocar ni ocasionar daños a los sentimien-
tos, privacidad, ni ofender la sensibilidad de las personas. 

En el Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho no hay derechos absolutos, de manera 
que todas las libertades constitucionales son relativas, esto es, limitadas razonablemente en el interés de la 
sociedad y de las demás personas. 

Tanto la libertad de prensa cuanto el derecho al honor de las personas, son derechos fundamentales 
reconocidos por nuestra Ley Suprema. Con respecto a la jerarquía o preeminencia axiológica y normativa de 
uno de estos derechos sobre el otro debe valorarse o ponderarse en cada caso puntual, según los accidentes de 
modo, tiempo, lugar, motivación, finalidad, ocasión y personas que presentaren las diversas situaciones o 
relaciones jurídicas. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo y Kauffman). 
              El ejercicio del derecho a la libertad de expresión e información no es absoluto puesto que no puede 
extenderse en detrimento de la necesaria armonía que debe guardar con los restantes derechos constituciona-
les, entre los que se encuentran el de la integridad moral y el honor de las personas. 

El especial reconocimiento constitucional de que goza esta libertad de buscar, dar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, no elimina la responsabilidad ante la justicia por los delitos y daños come-
tidos en su ejercicio, habida cuenta que no existe el propósito de asegurar la impunidad de la prensa. 

El abuso de la libertad de expresión no puede ser objeto de medidas de control preventivo sino fun-
damento de responsabilidad para quien haya cometido un delito. Es necesario distinguir entre censura previa y 
responsabilidades ulteriores: lo primero está expresamente prohibido –con excepción de regular el acceso a 
los espectáculos públicos para la protección moral de la infancia y la adolescencia-; lo segundo sólo es posible 
cuando fuere necesario asegurar otros derechos. (Del voto del Dr. Catalano). 
                Los jueces no pueden prohibir por vía cautelar conductas futuras de ninguna de las partes de un 
proceso, si tal prohibición de conductas carece de relación de accesoriedad con el resultado del juicio. 
          Corresponde revocar la medida cautelar dispuesta por el tribunal, si en el caso se tramita una querella 
penal por calumnias e injurias sin que se haya intentado paralelamente la acción civil consecuente a los daños 
que, para el supuesto que prosperase, pudieran resultar indemnizables patrimonialmente. 
           Por principio, sólo podrían ser procedentes las medidas tendientes a asegurar la ejecución de la pena 
de multa que fija el Código Penal para este tipo de delitos; pero de ningún modo cualquier otra que tendiese a 
prohibir futuras conductas de los querellados, aun cuando con relación a tales conductas futuras pudiera pre-
sumirse su contenido hipotéticamente lesivo del honor de los querellantes. (Del voto de los Dres. Díaz, Sam-
són y Vittar). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli . 
CAUSA: “QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS INTERPUESTA POR LA 
DRA. BLANCA IRENE CHACÓN DORR; DANIEL CÁSERES Y SERGIO GUILLER-
MO CHIBÁN CONTRA PAREDES, MARIO RUBÉN Y PROPIETARIO/S RADIO FM 
NOTICIAS 88.1 – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.140/14)  (Tomo 195: 
659/684 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal; resolución que errónea-
mente declara la extinción de la acción en función del cumplimiento de las reglas de conducta de la suspen-
sión del juicio a prueba.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 115/ 116 vta. y, en su 
mérito, disponer que el sobreseimiento dictado a fs. 114 lo es en los términos del art. 326 inc. 1º del C.P.P. 
(texto según Ley 6345 y modificatorias) y los arts. 59 inc. 3º, 62 inc. 2º y cc. del C.P.. 
DOCTRINA: Si el tribunal omitió pronunciarse oportunamente sobre la suspensión del juicio a prueba conce-
dida, sea extinguiendo la acción o revocando el beneficio, en virtud de ese silencio jurisdiccional, se presenta 
la incongruencia planteada en el recurso, ya que vencido el plazo de un año –y con ello renacido el término de 
la prescripción- se confunden en la causa dos institutos extintivos de la acción en franca oposición con la 
armonía con la que corresponde aplicar el Código Penal, por lo cual, corresponde que el sobreseimiento dis-
puesto lo sea por la prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas, Sam-
són y Vittar). 
               Si de las constancias de la causas surge que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre la sus-
pensión del juicio a prueba y con ello cesó el efecto indicado en el segundo párrafo del artículo 76 ter del 
Código Penal; entonces, cumplido el término previsto en el artículo 62 inciso 2º de ese cuerpo legal, el sobre-
seimiento dictado en autos debe serlo por prescripción de la acción penal. (Del voto del Dr. Catalano). 
               Corresponde el rechazo del recurso de casación interpuesto por la defensa del imputado donde cues-
tiona el motivo por el cual se dispuso el sobreseimiento, si al momento de decidir el tribunal sobre la extin-
ción de la acción por el cumplimiento de las condiciones y plazos de la suspensión del juicio a prueba, la 
acción penal no se encontraba prescripta. 



Si el delito imputado está conminado con penas alternativas o conjuntas, o si una de las penas es 
principal y la otra accesoria, el plazo de prescripción es único y no se rige por la pena de naturaleza más grave 
según el orden del artículo 5º del Código Penal, sino por la pena de mayor término de prescripción, porque de 
ella depende la mayor subsistencia de la acción penal. (Del  voto del Dr. Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ALARCÓN HERRERA, JOSÉ LUIS – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 36.934/13) (Tomo 195: 589/600 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; carácter personal del pedido del beneficio; 
pluralidad de acusados. Funcionario público, igualdad ante la ley, cesantía del funcionario público. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 45/46 vta.. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba ante la existencia de pluralidad de 
imputados y siendo que sólo uno de ellos pidió el beneficio, porque tanto el pedido de suspensión del juicio a 
prueba, como su cumplimiento, resultan actos personales del acusado. 
        Carece de efectos jurídicos la adhesión a la suspensión del juicio a prueba cumplida únicamente con 
la firma del defensor del coimputado. 

No afecta el derecho de igualdad ante la ley la exclusión del beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba a los funcionarios públicos, porque el fundamento básico viene dado por la específica ofensividad de 
la conducta de quien, en gestión pública, incurre en delito. 

Si el legislador optó por someter a quienes ejercen la función pública a un trato más riguroso que a 
los demás, esta exclusión o tratamiento diferenciado carece de un sentido discriminatorio y encuentra lógico 
fundamento en la política criminal de persecución de hechos que representan un abuso en la situación de po-
der que habitualmente despliegan los funcionarios, con mayor rigurosidad todavía, si tales conductas, como 
hipótesis fáctica, pudieron significar la violación de derechos elementales como la libertad o la integridad 
física de personas privadas de libertad, respecto de lo cual existe un deber de persecución por parte del Estado 
impuesto por tratados internacionales. 

A partir de que la excepción dispuesta por la ley de otorgar la suspensión del juicio a prueba a los 
funcionarios públicos, que se encuentra fundada en el interés de perseguir cierto tipo de delitos, caracterizados 
por la calidad del sujeto activo, carece de idoneidad el hecho de que el acusado haya sido dejado cesante de la 
función pública. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Posadas y Vittar). 
              No procede la suspensión del juicio a prueba cuando un funcionario público, en ejercicio de sus fun-
ciones, hubiese participado en el delito. 

El concepto de funcionario o empleado público es de carácter funcional. 
La amplitud de la calidad de funcionario público y el ejercicio de esa función se encuentra determi-

nada, y equipara a los efectos del mentado código el ejercicio de tal función, prescindiendo de toda califica-
ción extrapenal y distinciones de régimen, rango, escalafón o jerarquía. 

La especial calidad de funcionario público y las consecuencias que –tuvo en cuenta el legislador- 
puede producir en el ejercicio de la potestad represiva estatal, son suficientes razones para establecer la dife-
rencia normativa con relación a otros imputados que no posean tal calidad, siendo además que la igualdad 
establecida por el art. 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan 
excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros. (Del 
voto de los Dres. Catalano y Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.   CAU-
SA: “C/C ROMERO, DANIEL FERNANDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.320/14) (Tomo 195: 
649/658 – 10/febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Necesidad de valorar las circunstancias parti-
culares del caso; delito de abuso sexual agravado por la guarda. Violencia de género. Interés superior del 
niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 27/29 vta.. 
DOCTRINA: En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia defini-
tiva, los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la 
certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche 
penal que concretamente cabría imponer. Extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan sustento 
jurídico suficiente a la decisión de denegar el beneficio. 

El beneficio de la suspensión del juicio a prueba es inconciliable con el deber que tiene el Estado de 
investigar y esclarecer los hechos de violencia contra la mujer. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, Posadas y 
Sansón.) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba si el imputado se encuentra acusado del delito de abuso 
sexual simple agravado por la guarda en perjuicio de dos niñas de corta edad. 



Puede válidamente denegarse el beneficio en resguardo de intereses superiores como es la importan-
cia de la protección integral de los menores de edad y la necesidad de dilucidar lo ocurrido realizando el juicio 
oral y público, dada la valoración de las circunstancias del caso particular. (Del voto del Dr. Catalano). 
             Si el delito investigado es el de abuso sexual simple agravado por la guarda, se torna necesario cele-
brar el debate a efectos del descubrimiento de la verdad real y la aplicación concreta de la ley penal sustantiva 
evitando así toda resolución anticipada que pueda perjudicar a la víctima, el interés general de la sociedad y el 
particular del propio acusado. 

En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, deben tener en cuen-
ta el interés superior del niño. 

No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de violencia de género. (Del voto del Dr. Cor-
nejo) 
              Cuando los hechos que dan origen a la actividad punitiva estatal quedan comprendidos en la defini-
ción de violencia, la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral, 
como la suspensión del juicio, es improcedente.  

Es violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, da-
ño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 

El Estado debe atender especialmente la situación de los niños y niñas, por las condiciones de mayor 
vulnerabilidad en la que se encuentran respecto de la violencia. 

Para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, el niño debe crecer en el seno de la familia, 
en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. La investigación penal y la eventual sanción punitiva apa-
rece como la medida judicial necesaria para abordar el maltrato infantil cuando la agresión encuadra en una 
figura penal. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman,  Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MOLINA, RENÉ ALFREDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.210/14) (Tomo 195: 
605/620 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Necesidad de valorar las circunstancias parti-
culares del caso. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 7/11. 
DOCTRINA: No procede la suspensión del juicio a prueba en los casos de violencia de género, porque el 
desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima asuma la facultad de 
comparecer para efectivizar el acceso efectivo al proceso de la manera más amplia posible, en pos de hacer 
valer su pretensión sancionatoria. 

La suspensión del juicio a prueba es inconciliable con el deber que tiene el Estado de investigar, es-
clarecer los hechos de violencia contra la mujer, y de sancionar a sus responsables en un juicio con las debi-
das garantías en los casos que impliquen alguna forma de violencia contra la mujer. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Samsón, Vittar y Catalano). 
               La suspensión del juicio a prueba resulta inconciliable e incompatible con el deber del Estado de 
prevenir y sancionar la violencia contra la mujer, pues importaría brindar a la sociedad un mensaje que mini-
miza la violencia de género como problema social, máxime cuando surgen claramente los antecedentes de 
violencia familiar en que incurre el imputado. 

La adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral, como la 
suspensión del juicio a prueba o “probation”, es improcedente. 

La realización de la audiencia con la presencia de la mujer víctima de violencia sería atentatoria para 
su dignidad y autonomía además de afectar su derecho de acceso a justicia, vía legítima para reclamar el cum-
plimiento de los derechos ante el sistema judicial y para garantizar la igualdad ante la ley.   

Contemplar la posibilidad de un acuerdo conciliatorio es una estrategia inviable, porque una media-
ción y/o conciliación exitosa implica siempre la participación voluntaria de las partes en situaciones de igual-
dad, a fin de arribar a un acuerdo justo. Esta igualdad de poder no se presenta en aquellas relaciones de pareja 
o en las relaciones familiares afectadas y atravesadas por la violencia. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
               Se debe confirmar la resolución que deniega la suspensión del juicio prueba, si la calidad del hecho 
investigado motiva, tanto fáctica como jurídicamente, la validez de la decisión recurrida, toda vez que el im-
putado se encuentra acusado de lesionar reiteradamente a su ex-pareja. 

Dentro de las facultades concedidas por la ley, y en virtud del carácter provisorio que informa a las 
resoluciones anteriores a la sentencia definitiva, los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el 
juicio oral y público a efectos de adquirir la certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comi-
sión, su calificación definitiva y el reproche penal que concretamente cabria imponer. Extremos que, de en-
contrar debida motivación, otorgan sustento jurídico suficiente a la decisión de denegar el beneficio. (Del voto 
del Dr. Díaz) 



               No procede la suspensión del juicio a prueba, si se observa que de las circunstancias particulares del 
caso surge como posible una situación de violencia de género suscitada entre el imputado y la víctima, en 
forma reiterada. 

Si el delito investigado es el de lesiones, se torna necesario celebrar el debate a efectos del descubri-
miento de la verdad real y la aplicación concreta de la ley penal sustantiva evitando así toda resolución antici-
pada que pueda perjudicar a la víctima de violencia de género, el interés general de la sociedad y el particular 
del propio acusado. 

Corresponde al Estado dilucidar la responsabilidad del acusado la que sólo podrá ser determinada 
tras un juicio oportuno, brindando de esa forma a la víctima un efectivo acceso a la justicia conforme lo esta-
blece el artículo 7º inciso f) de la Convención de Belém do Pará, cuadro que resulta totalmente contrario al 
instituto de la suspensión del juicio a prueba. (Del voto del Dr. Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano. Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “CRUZ, ROBERTO GERARDO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUI-
CIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.115/14) (Tomo 195: 
475/498 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 37/41. 
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del proceso es que el imputado ofrezca hacerse cargo 
de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable.           
          Independientemente de la no aceptación de dicho ofrecimiento por parte de los damnificados direc-
tos, la viabilidad del instituto recae en la valoración del magistrado sobre la razonabilidad del ofrecimiento, 
dependiendo de ello que se tenga por cumplida la exigencia legal, ya que la misma persigue, como objeto 
fundamental, determinar si se cumplen los fines de internalización del acusado con la supuesta víctima y con 
el hecho. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Catalano y Kauffman). 
              Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba la ley exige el ofrecimiento del imputado de 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable; las 
modalidades de tiempo y forma propuestas, debían, por un lado partir, de las posibilidades del imputado y, 
además, ser proporcionales a la entidad del supuesto daño producido, como objeto perseguido, su internaliza-
ción con el damnificado y el hecho que jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real 

La parte damnificada sólo interviene a efectos de la reparación civil y su participación se limita a 
aceptar o rechazar el ofrecimiento del acusado; en cualquier caso, sea cual sea la posición adoptada por la 
misma, corresponde al tribunal resolver sobre la razonabilidad de dicho ofrecimiento. 

La absoluta carencia de efectos de su manifestación en orden a la concesión del instituto es resaltada 
a tal punto por la ley que ésta se refiere al damnificado y no a la víctima y, de proceder la suspensión, se tiene 
por habilitada la acción civil correspondiente, garantizándose, así, su interés. (Del voto del Dr. Cornejo). 
              Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento de reparación del daño debe 
ser cuantificable, claro y serio, de conformidad a las constancias de la causa. 

Debe ser una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima y 
a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente 
a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un 
gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con el damnificado y con el hecho que, 
jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Posadas) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, dada la 
expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto del Dr. 
Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón,  Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C CARO, GABRIEL ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.173/14) (Tomo 195: 
499/510 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. Delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 359/ 361 y, en su méri-
to, dejar sin efecto la resolución de fs. 356/ 358. 
DOCTRINA: Debe dejarse sin efecto la suspensión del juicio a prueba otorgada, si el imputado no ha cumpli-
do el requisito indispensable de ofrecer una reparación del daño que resulte razonable.  
            Con independencia de la acción civil correspondiente, para la procedencia de la suspensión del juicio 
a prueba es condición esencial el haber ofrecido en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable 
y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coin-
cidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que 
alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización 



del acusado con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de 
los Dres. Posadas, Samsón, Vittar y Kauffman). 
             Corresponde el rechazo del recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal contra la 
resolución que concede la suspensión del juicio a prueba, si el tribunal dispuso citar al damnificado para que 
comparezca a fin de que manifieste si su familia percibió alguna indemnización por el fallecimiento de su 
padre, de parte de la compañía aseguradora, por lo que la opinión del damnificado no fue relegada, quedando 
expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del hecho ilícito, y toda vez que el acusado ha 
ofrecido auto-inhabilitarse para conducir automotores o ciclomotores durante el tiempo que se disponga sus-
pender el trámite del proceso judicial. (Del voto del Dr. Catalano). 
              Debe confirmarse la resolución que hizo lugar al beneficio de suspensión del proceso a prueba, pues 
no resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Código 
penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que 
tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 

El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántica del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como “última ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
artículo 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los 
tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, por 
la prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis penúltimo párrafo del Código Penal. (Del voto del 
Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C PARADA, ANTONIO CRUZ – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 37.015/14) (Tomo 195: 397/416 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. Homicidio culposo; pena de inhabilitación; conducción de vehículo automotor como medio de vida. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 34/ 36 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 29/31 vta. 
DOCTRINA: El incumplimiento al tercer párrafo del artículo 76 bis del Código Penal impide otorgar la sus-
pensión del juicio a prueba 

Para acceder al beneficio de la suspensión del juicio a prueba es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. Esta 
obligación procura brindar una respuesta a los damnificados a través de alguna forma de desagravio frente al 
daño causado; es decir, la idea principal de la reparación se vincula con la actitud del imputado mostrando su 
voluntad de saneamiento del conflicto para hacerse merecedor del beneficio. (Del voto de los Dres. Samsón, 
Vittar y Catalano). 
              Para que proceda la suspensión del juicio a prueba la ley exige el ofrecimiento del imputado de 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. 

La razonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño debe ser ponderada por el juez, el cual no 
sólo debe valorar el “quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar 
en forma motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones 
de los posibles damnificados. (Del voto del Dr. Cornejo). 
               Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que cumplido dicho plazo, los efectos previstos en el cuarto párrafo del artícu-
lo 76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al segundo párrafo del artículo 20 
ter del Código Penal. 
           Se debe dejar sin efecto la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba, si el imputado, 
luego del accidente de tránsito que se le imputa continúa en la conducción de vehículos automotores como 
chofer de remis, como medio de trabajo, lo que puede generar un riesgo potencial para la vida de las personas 
al no mediar una voluntad cierta de compromiso para internalizar y tomar conciencia sobre el delito por el que 
se lo acusa y es una conducta que revela una potencial voluntad de transgredir el ofrecimiento realizado de 
auto-inhabilitarse para conducir vehículos automotores. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
             No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, dada la 
expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los 
Dres. Díaz y Posadas)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz,  Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CASILLA, OSCAR RENÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO 



A PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.124/14) (Tomo 195: 549/564 - 
10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. Violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 7/10 vta.. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la 
supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos 
reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para 
ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víc-
tima y con el hecho. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Posadas y Samsón). 
              No procede la suspensión del juicio a prueba, si en el caso, además de no haber ofrecido el imputado 
reparar el daño causado a la víctima, las amenazas con arma y las lesiones que se imputan se habrían produci-
do en un contexto de violencia de género intrafamiliar, por lo cual existe un impedimento de valor supralegal 
impuesto por la Convención de Belém do Pará y la Ley 26485 de protección integral para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, 
instrumentos respecto de los que el Estado argentino asumió el deber de velar por su cumplimiento a los fines 
de extirpar valores socioculturales basados en relaciones de poder del varón sobre la mujer. (Del voto de la 
Dra. Kauffman). 
             Si los delitos investigados son de lesiones y amenazas con armas en un marco de violencia de género, 
se torna necesario celebrar el debate a efectos del descubrimiento de la verdad real y la aplicación concreta de 
la ley penal sustantiva evitando así toda resolución anticipada que pueda perjudicar a la víctima, el interés 
general de la sociedad y el particular del propio acusado. 

Corresponde al Estado dilucidar la responsabilidad del acusado la que sólo podrá ser determinada 
tras un juicio oportuno, brindando de esa forma a la víctima un efectivo acceso a la justicia. (Del voto del Dr. 
Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CRUZ, MAURO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA EN LA CAUSA Nº 18003/2012 – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.143/14) (Tomo 195: 919/936 - 25 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; pedido extemporáneo. Funcionario público, 
escribano. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 48/62 vta.. 
DOCTRINA: Es extemporáneo el pedido de suspensión del juicio a prueba que se concretó fuera del plazo 
establecido por el artículo 281 bis del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 

No procede la suspensión del juicio a prueba cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus 
funciones, hubiese participado en el delito. 

El término funcionario público alcanza a todo aquél que participa accidental o permanentemente del 
ejercicio de las funciones públicas, cualquiera sea el modo de designación, entre ellos, los escribanos públi-
cos; calidad que, amén de extender sus efectos a todos los partícipes, se encuentra asignada a los notarios por 
una ley local dictada en uso de atribuciones no delegadas a la Nación. 

La prohibición funcional no se limita  al agente que detenta la función, sino que extiende sus efectos 
impeditivos alcanzando a todos los que participen en el hecho delictivo, sea a título de autor, cómplice o ins-
tigador. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: “C/C 
NIOI, JOSÉ EMILIO -INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.387/14) (Tomo 195: 361/372 - 05 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio, motivación de la 
sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 163/ 167 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 157 y vta. y ordenar que el tribunal de origen dicte una nueva, conforme a 
los parámetros señalados en los considerandos. 
DOCTRINA: Si la directriz político-criminal del instituto de la suspensión del juicio a prueba es la resociali-
zación con evitación de la condena, no basta con el simple incumplimiento de las reglas de conducta para la 
revocación de este beneficio, sino que debe darse una situación de obstinación, demostrativa de resistencia al 
sometimiento a control y vigilancia con la finalidad de lograr la reeducación en libertad del imputado. 

Se debe dejar sin efecto la resolución que revoca la suspensión del juicio a prueba, si el tercer control 
de conducta la Secretaría de Control informa que con relación a la cuota alimentaria el probado mantiene su 
postura de no poder dar cumplimiento a la misma por cuanto es el único sostén de su grupo de convivencia y 



hasta el momento en que el tribunal decidió revocar el beneficio no se generó daño económico alguno a los 
menores, sino por el contrario se estaría afianzando la relación afectiva dentro del núcleo familiar con un 
adecuado marco de responsabilidad como padre, por lo cual, la finalidad principal se encuentra “prima facie” 
demostrada a través de la voluntad del acusado de responder por el interés de sus hijos menores. (Del voto de 
los Dres. Kauffman, Samsón y Díaz). 
              La revocación de la suspensión del juicio a prueba sólo procede en caso de persistencia o reiteración 
en el incumplimiento de alguna o algunas de las reglas de conducta. De no darse ese supuesto, ante un incum-
plimiento aislado, el juez puede disponer que no se compute como plazo de cumplimiento todo o parte del 
tiempo transcurrido hasta ese momento. 

La revocatoria del beneficio de la suspensión del juicio a prueba es de “ultima ratio”. 
La resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a prueba carece de motivación sufi-

ciente porque omite considerar constancias relevantes de la causa y en consecuencia, debe ser dejada sin efec-
to, si en el caso surge de las manifestaciones del probado que vive con sus cuatro hijos y se hace cargo de su 
manutención, con lo cual, al ser los destinatarios de la suma que se había establecido para dar cumplimiento a 
sus deberes de asistencia familiar, debe considerarse evidenciado su interés de resguardar las necesidades de 
los niños y a ello se suma que no se encuentra acreditado el incumplimiento de las restantes reglas de conduc-
ta impuestas. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VILLAGRÁN, ANDREA CAROLINA; BAIGORRIA, CLAUDIO JOSÉ – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.042/14) (Tomo 195: 565/574 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD . Prescripción de la acción penal; suspen-
sión del plazo de prescripción; funcionario público, agentes de tránsito; igualdad ante la ley.  Planteo de 
inconstitucionalidad del artículo 67, 2º párrafo del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad inter-
puestos a fs. 23/24 vta.. 
DOCTRINA: Si el imputado, al momento de cometer el hecho que se le imputa, se desempeñaba como fun-
cionario público, toda vez que se encontraba realizando tareas encomendadas por el Poder Ejecutivo Munici-
pal consistentes en hacer cumplir a los ciudadanos las normas de tránsito, momento en el cual labró un acta de 
infracción, el curso de la prescripción se encuentra suspendido, y tal circunstancia de manera alguna afecta la 
igualdad ante la ley ni la jerarquía de la Constitución Provincial. 
          Por los términos funcionario público y empleado público, se designa a todo el que participa acciden-
tal o permanentemente del ejercicio de funciones públicas sea por elección popular o por nombramiento de 
autoridad competente. 

Existe función pública cuando el Estado encarga o delega en una persona, de manera exclusiva o en 
colaboración con otros, de modo continuo, bajo formas y condiciones determinadas, en una esfera de compe-
tencia restringida, la facultad de formar, constituir o ejecutar la voluntad del Estado, la cual se orienta a la 
realización de un fin público. 

La función de los agentes de tránsito reviste el indudable carácter de pública, en tanto implica el des-
empeño de una actividad que se ejecuta en nombre y representación del Estado ya que la ley no ha efectuado 
distingos relativos a la jerarquía del agente público o a otras razones que permitan a quien la detenta ejercer la 
influencia que determina el establecimiento de la agravante.  
            Corresponde el rechazo del planteo de inconstitucionalidad del artículo 67, 2º párrafo del Código 
Penal, si el interesado no demuestra claramente de qué manera la norma contradice la Constitución y le causa 
de ese modo un perjuicio por la aplicación de la disposición. 
            La declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la más delicada de las funciones 
susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad institucional 
que debe ser considerado como “ultima ratio” del orden jurídico. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, 
Samsón y Vittar.) 
               Si el delito se habría cometido en cumplimiento de funciones públicas y en el marco de éstas, operó 
una suspensión del curso de la prescripción, motivada en el carácter de agente de tránsito que revestía el acu-
sado. 

El concepto de funcionario o empleado público es de carácter funcional. Éste, se relaciona con la par-
ticipación de la persona en la función pública de acuerdo con el artículo 77 del Código Penal. 

El término funcionario público alcanza a todo aquél que participa accidental o permanentemente del 
ejercicio de funciones públicas cualquiera sea el modo de designación y equipara a los efectos del mentado 
código el ejercicio de tal función, prescindiendo de toda calificación extrapenal y distinciones de régimen, 
rango, escalafón o jerarquía. 

Mientras el sujeto activo detenta un cargo público, es lógico que la suspensión preserve la punibili-
dad del hecho que cometiera mientras dura tal cargo. 

La especial calidad de funcionario público y las consecuencias que -tuvo en cuenta el legislador- 
puede producir en el ejercicio de la potestad represiva estatal, son suficientes razones para establecer la dife-
rencia normativa en orden al curso de la prescripción y en relación a otros imputados que no posean tal cali-



dad, siendo además que la igualdad establecida por el artículo 16 de la Constitución Nacional no es otra cosa 
que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales 
circunstancias se concede a otros. 

No procede el pedido de inconstitucionalidad del artículo 67, 2º párrafo del Código Penal, porque al 
ejercer dicho control debe imponerse la mayor mesura, decidiéndose la inconstitucionalidad solamente cuan-
do no quede la vía de optar por una interpretación que conduzca a una decisión favorable a la ley. 

La misión más delicada que compete al Poder Judicial es la de saber mantenerse dentro de la órbita 
de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones. (Del voto 
de los Dres. Catalano, Cornejo y Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C RÍOS, WALTER – INCIDENTE DE EXCEPCIÓN POR FALTA DE AC-
CIÓN - RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
37.332/14) (Tomo 195: 707/722 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. NULIDAD . Abogado que carece de poder del imputado y de matriculación 
en la Provincia. Derechos de defensa en juicio y del debido proceso.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la presentación de fs. 100/101, del recurso de apela-
ción de fs. 179/183 vta., de la resolución de fs. 203/207 vta., de la contestación del recurso de casación de fs. 
245/251, y de toda la actividad jurisdiccional dictada como consecuencia de aquéllas. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la actuación del letrado si no ha sido válida en la causa, 
porque no cuenta con poder otorgado por la persona física imputada y no es abogado de la matrícula del foro 
provincial. 

La Corte, en su calidad de garante constitucional, está facultada para declarar nulidades absolutas, 
aún al margen de los planteos concretamente formulados por la impugnante. 

Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control, aún de oficio, del 
desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la even-
tual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no 
podría convalidarse. 
            El mandato especial debe ser interpretado restrictivamente; se limita a los actos para los cuales ha 
sido dado y no puede extenderse a otros análogos aunque éstos pudieran considerarse como consecuencia 
natural de los que el mandante ha encargado hacer. 

La garantía de la defensa en juicio requiere de especial protección en el proceso penal, que se verifica 
mediante un juicio criminal con la exigencia rigurosa de la defensa efectiva, real y no ficta del procesado 
como presupuesto esencial de la sentencia. 

Cuando no es posible ejercer ese contenido mínimo de derechos que garantiza nuestro texto constitu-
cional, se está frente a un supuesto que vulnera la efectiva defensa en juicio y el debido proceso.  (Del voto de 
los Dres. Catalano, Cornejo, Posadas, Samsón y Vittar). 
              De acuerdo a la ley de ejercicio profesional de la abogacía de la Provincia de Salta, la postulación 
procesal de derechos ajenos corresponde a los abogados matriculados en la Provincia. 

Para postular procesalmente derechos ajenos, es decir no propios, no es suficiente la actuación con 
patrocinio letrado, sino que es necesario el apoderamiento especial para juicios a favor de un abogado. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli . 
CAUSA: “C/C ANDRÉS EDUARDO SANTIAGO HUBERTO DE GANAY Y/O DI-
RECTIVOS Y/O REPRESENTANTES DE LA EMPRESA CERVECERÍA Y MALTE-
RÍA QUILMES S.A. – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.137/14) (Tomo 195: 
447/458 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA . Ausencia de perjuicio de la providencia por la que se dispuso habilitar 
la feria judicial. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de revocatoria interpuesto a fs. 111/112 vta. y, 
en su mérito, confirmar la habilitación de feria dispuesta a fs. 106. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de revocatoria, si el impugnante no ha alegado ni demostra-
do el perjuicio cierto e irreparable que le generaría la habilitación de la feria judicial de enero, toda vez que es 
la resolución del planteo del propio recurrente la cuestión procesal por la que se decidió la habilitación. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C NIOI, 
JOSÉ EMILIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.387/14)  (Tomo 195: 329/334 - 23 /enero/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Reiteración de agravios resueltos en casa-
ción.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 63/76. 



DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la sentencia 
impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el tribunal para arri-
bar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo dis-
tinto al seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores del proceso, sobre cues-
tiones ya resueltas en casación con suficiente fundamentación de derecho. 
           Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia de 
pleito y la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que en el 
fallo cuestionado existe arbitrariedad, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectiva-
mente tal violación en la sentencia. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Samsón y Vittar). 
             Existe mérito suficiente que justifica conceder el recurso extraordinario federal, si el remedio es auto-
suficiente y los agravios han sido enunciados en forma concreta en vinculación con los hechos de la causa, 
por la posible afectación de derechos de raigambre constitucional e internacional invocados. (Del voto de los 
Dres. Catalano y Posadas). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C BAIGORRIA, JULIO CÉSAR – INCIDENTE DE PRISIÓN DOMICI-
LIARIA – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
36.725/13) (Tomo 195: 435/446 - 10 /febrero/ 2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Reedición de agravios resueltos en instancias anteriores. 
Doctrina de la arbitrariedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 45/52. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si el impugnante en su planteo se limitó 
a reeditar acríticamente los argumentos esgrimidos en las instancias anteriores, sin siquiera intentar explicar 
de qué manera su pretensión de revisar una sentencia firme y pasada en autoridad de cosa juzgada armonizaría 
con inveterada jurisprudencia de la Corte federal. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren ta-
les, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se 
sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: 
“MONTIVERO, HUGO CÉSAR – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. 
Nº CJS 36.962/14) (Tomo 195: 85/92 - 15 /diciembre/ 2014) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


